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Panel integrado por su presidente el Juez Steidel Figueroa, la Juez 
Cintrón Cintrón y la Juez Rivera Marchand. 

 
 

RESOLUCIÓN 

 
 En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 
 

 Comparece ante nosotros, mediante recurso de certiorari, el 

Sr. Ramón Maldonado Morales, la Sra. Christine Polemeni y la 

Sociedad de Bienes Gananciales compuesta por ambos, y solicitan 

la revocación de una resolución dictada por el Tribunal de Primera 

Instancia (TPI), Sala de Caguas. Mediante el referido dictamen, el 

foro primario le impuso a los peticionarios una sanción de $1,000 

divididos en $750 para el pago de honorarios del Dr. Héctor Cortés  

y el restante a favor del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 

El 22 de junio de 2016 desestimamos el recurso apelativo, 

porque le fue notificado a la parte recurrida 1 día después del 

término establecido en la Regla 33(B) del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B. Asimismo, indicamos que 

los peticionarios no mostraron justa causa por la cual se debía 

excusar el incumplimiento de dicho requisito reglamentario. 

Oportunamente, los peticionarios solicitaron reconsideración y 

sometieron copia de los documentos que demuestran las gestiones 

específicas realizadas para notificar el recurso el último día de los 

términos. 
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Con el beneficio de la posición de ambas partes, hemos 

determinado dejar sin efecto nuestra Resolución dictada el 22 de 

junio de 2016 y atender propiamente el recurso de certiorari a la 

luz de los criterios establecidos en la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, infra. 

I. 

 El 29 de septiembre de 2014, la Sra. Vilmary Ribot Cordero, 

el Sr. José A. Rivera Ortiz y la Sociedad Legal de Bienes 

Gananciales incoaron una Demanda en contra de los aquí 

peticionarios y Universal Insurance Company.1 Los demandantes 

alegaron que el señor Maldonado Morales ocasionó un choque 

múltiple en el cuál la señora Ribot Cordero y su vehículo sufrieron 

daños. Según la Demanda, la señora Ribot Cordero quedó 

atrapada en el interior del vehículo y rompieron las puestas para 

extraerla.2 Los demandantes adujeron que el accidente fue 

causado por la culpa y negligencia del señor Maldonado Morales. A 

esos fines, manifestaron que el señor Maldonado Morales conducía 

a velocidad exagerada, de forma temeraria, y en claro menosprecio 

de la vida y seguridad de terceros en contravención de las leyes de 

tránsito.3 

 Universal Insurance Company contestó la Demanda y aceptó 

la descripción del accidente y la imputación de negligencia al señor 

Maldonado Morales.4 No obstante, alegó en la afirmativa que el 

vehículo del señor Maldonado Morales se aceleró 

inesperadamente.5 El 4 de mayo de 2015, la abogada de Universal 

Insurance Company, Lcda. Kilmaris Maldonado Pérez, asumió la 

representación legal de los peticionarios.6 En la moción para sumir 

la representación legal, la abogada le solicitó al TPI que se aceptara 

                                                 
1 Recurso de certiorari, Apéndice, págs. 1-2. 
2 Íd., pág. 3. 
3 Íd. 
4 Íd., págs. 7-8. 
5 Íd. 
6 Íd., págs. 10-11. 
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e incorporara por referencia la Contestación a demanda de 

Universal Insurance Company como la alegación responsiva del 

señor Maldonado Morales, la señora Polemeni y la Sociedad Legal 

de Bienes Gananciales.7 

 En septiembre de 2015, Universal Insurance Company y 

aquí peticionarios consignaron $100,000 en el TPI.8 En ese mismo 

mes, el Lcdo. Rubén Arroyo Brenes se unió a la representación 

legal del señor Maldonado Morales, la señora Polemeni y la 

Sociedad Legal de Bienes Gananciales.9 En el escrito, el licenciado 

Arroyo Brenes informó que fue contratado para velar por el interés 

de sus representados acerca de la responsabilidad en exceso de la 

póliza expedida por Universal Insurance Company.10 

 El 22 de enero de 2016, las partes sometieron el Informe de 

conferencia preliminar entre abogados y, entre los asuntos 

discutidos, estipularon lo siguiente: “[e]l accidente descrito en la 

demanda ocurrió por la negligencia del demandado Ramón 

Maldonado Morales”.11 Surge del expediente que el juicio se  señaló  

para el 15 de abril de 2016 y ese día al comenzar los 

procedimientos, se suscitó la controversia ante nuestra 

consideración.12 Llamado el caso para juicio, el licenciado Arroyo 

Brenes le indicó al TPI que sus clientes no aceptaban la negligencia 

por el accidente y el abogado de la parte demandante se opuso.13 

El foro primario hizo un recuento procesal del caso desde la 

presentación de la demanda, la suspensión de señalamiento de 

                                                 
7 Íd., pág. 10. 
8 Íd., págs. 12-13. 
9 Íd., pág. 14. 
10 Íd. 
11 Íd., pág. 25. El Informe de conferencia preliminar entre abogados (Informe) 

incluido en el apéndice solo está firmado por el Lcdo. Rubén Arroyo Brenes. Íd., 

págs. 22-23. Sin embargo, el propio licenciado Arroyo Brenes reconoció en su 

alegato del certiorari que al momento de discutir el Informe, y luego de conversar 

con sus clientes, no levantó controversia sobre la aceptación de negligencia. 

Alegato de la parte peticionaria, pág. 7. Asimismo, el abogado de la parte 
recurrida expresó en alegato que el informe fue suscrito por todos los abogados. 

Oposición a expedición de auto, pág. 6. 
12 Íd., págs. 25-32. 
13 Íd., pág. 25. 
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vistas y juicio, la consignación de la póliza, la existencia de 

conversaciones transaccionales y la discusión del informe de 

conferencia con antelación a juicio.14 Asimismo, surge de la Minuta 

que la licenciada Maldonado Pérez (abogada de la parte 

demandada) informó, contrario a lo indicado por el licenciado 

Arroyo Brenes, que sus clientes aceptaban la negligencia.15 Luego 

de esta expresión, la licenciada Maldonado Pérez solicitó que se 

aceptara la renuncia a la representación legal.16 

El TPI manifestó que el informe de conferencia con 

antelación a juicio fue firmado por todas las partes y con la 

aprobación judicial es el documento que rige los procedimientos.17 

Por consiguiente, el foro primario no aceptó la solicitud del 

licenciado Arroyo Brenes y mantuvo la aceptación de negligencia.18 

El TPI añadió que la licenciada Maldonado Pérez reiteró en una 

reunión en cámara que el señor Maldonado Morales y la señora 

Polemeni aceptaron la negligencia y por ello se consignó la póliza.19 

El TPI razonó que los codemandados incurrieron en temeridad, 

pues tuvo casi 60 días para formular su planteamiento y no lo 

hizo.20  Además esperó hasta el momento que iniciaba el juicio 

para retirar la aceptación de negligencia. 

En vista de lo anterior, el foro primario le impuso una 

sanción de $1,000 al señor Maldonado Morales, la señora Polemeni 

y la Sociedad Legal de Bienes Gananciales.21 La sanción económica 

fue dividida en $750 para el pago de los honorarios del Dr. Héctor 

Cortés y el resto a favor del Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico.22 Tras establecer los procesos ulteriores del caso, el 

                                                 
14 Íd., págs. 35-36. 
15 Íd. pág. 36. 
16 Íd. 
17 Íd. 
18 Íd. 
19 Íd. 
20 Íd. 
21 Íd. 
22 Íd. 
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licenciado Arroyo Brenes estipuló el informe rendido por el Dr. 

Héctor Cortés y solicitó reconsideración sobre las sanciones 

económicas impuestas.23 El TPI denegó la solicitud de 

reconsideración.24 

Insatisfecho con el resultado, el señor Maldonado Morales, la 

señora Polemeni y la Sociedad Legal de Bienes Gananciales 

acudieron ante nosotros mediante recurso de certiorari. El 

señalamiento de error fue el siguiente: 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA, A LA 

LUZ DE LAS CIRCUNSTANCIAS QUE PRESENTA EL 
CASO DE MARRAS, AL IMPONE 
INJUSTIFICADAMENTE SANCIONES ECONÓMICA 

(sic), LAS QUE INCLUYEN EL PAGO DE HONORARIOS 
A UN TESTIGO DE OCURRENCIA DE LA PARTE 

DEMANDANTE.25 

 Como puede observarse, el recurso apelativo se limitó a 

impugnar la totalidad de la imposición de la sanción y no la 

determinación sobre la aceptación de negligencia. Con el beneficio 

de la comparecencia de las partes, procedemos a resolver el 

recurso apelativo ante nuestra consideración. 

II. 

El recurso de certiorari es el mecanismo discrecional 

disponible para que un tribunal apelativo revise las resoluciones y 

ordenes interlocutorias de un tribunal de menor jerarquía. Regla 

52.1 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V; Rivera Figueroa v. 

Joe’s European Shop, 183 D.P.R. 580, 596 (2011). Las Reglas de 

Procedimiento Civil establecen que el Tribunal de Apelaciones 

expedirá un recurso de certiorari cuando el peticionario recurra de 

una resolución u orden sobre remedios provisionales, injunctions o 

de la denegatoria de mociones dispositivas. Íd. En ese sentido, el 

auto de certiorari es limitado y excluye aquellas determinaciones 

interlocutorias que pueden esperar hasta la determinación final del 

                                                 
23 Íd., pág. 37. 
24 Íd. 
25 Alegato de la parte peticionaria, pág. 9. 
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tribunal para formar parte de un recurso de apelación. IG Builders 

et al. v. BBVAPR, 185 D.P.R. 307, 336 (2012). 

La Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra, establece 

excepciones que permiten la revisión de: (1) decisiones sobre 

admisibilidad de testigos de hechos o peritos esenciales, (2) 

asuntos relativos a privilegios evidenciarios, (3) anotaciones de 

rebeldía, (4) casos de relaciones de familia, (5) asuntos de interés 

público26 y (6) situaciones en la cuales esperar a la apelación 

constituirá un fracaso irremediable a la justicia.27 

Los criterios que el Tribunal de Apelaciones examina para 

ejercer la discreción sobre la expedición del certiorari se 

encuentran en la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 L.P.R.A. XXII-B. La referida Regla dispone lo 

siguiente: 

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 

certiorari o de una orden de mostrar causa: 

(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho. 

(B) Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema. 

(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia. 

(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados. 

(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 
caso es la más propicia para su consideración. 

(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio. 

(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia. Íd. 

El foro apelativo debe ejercer su facultad revisora solamente 

en aquellos casos que se demuestre que el dictamen emitido por el 

                                                 
26 Ley Núm. 177-2010. 
27 Íd. 
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foro de instancia es arbitrario o constituye un abuso de discreción.  

Meléndez v. Caribbean Int’l. News, 151 D.P.R. 649, 664 (2000); 

Meléndez v. F.E.I., 135 D.P.R. 610, 615 (1994). 

La Regla 44.2 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. V, faculta a 

los tribunales a imponer costas interlocutorias a las partes y 

sanciones económicas en todo caso y en cualquier etapa a una 

parte o a su representante legal por conducta constitutiva de 

demora, inacción, abandono, obstrucción o falta de diligencia en 

perjuicio de la eficiente administración de la justicia”. El Tribunal 

Supremo de Puerto Rico ha manifestado que el fin de la citada 

Regla es proveer un instrumento para agilizar los procesos 

judiciales, y evitar la demora y congestión en los tribunales. Pérez 

Torres v. Acad. Perpetuo Socorro, 182 D.P.R. 1016, 1027 (2011), 

citando a Lluch v. España Service Sta., 117 S.P.R. 729, 748-749 

(1986). 

Las acciones correctivas provistas por la Regla 44.2 de 

Procedimiento Civil, supra, son la concesión de costas 

interlocutorias y las sanciones económicas. Pérez Torres v. Acad. 

Perpetuo Socorro, supra. Las costas interlocutorias se conceder 

para reembolsar a una parte un gasto extraordinario innecesario 

en el que tuvo que incurrir a causa de la otra parte. Íd. Por otro 

lado, las sanciones económicas interlocutorias solo proceden a 

favor del E.L.A., específicamente al Fondo Especial de la Rama 

Judicial. Íd., págs. 1027-1028. En Pérez Torres, el Tribunal 

Supremo resolvió que las sanciones económicas al amparo de la 

Regla 44.2 de Procedimiento Civil, supra, no pueden imponerse a 

favor de una parte. Íd., pág. 1028. La excepción a lo anterior se da 

cuando la sanción económica se le impone al E.L.A., sus agencias, 

corporaciones o instrumentalidades. Íd. 

Por último, debemos hacer algunos apuntes relevantes a la 

compensación de los peritos. El caso normativo en el asunto de los 



 
 

 
KLCE201600929 

 

8 

diferentes tipos de peritos y cuándo procede compensarlos por 

testificar en un pleito es San Lorenzo Trad., Inc. v. Hernández, 114 

D.P.R. 704, 718-719 (1983). 

El Tribunal Supremo resolvió que el perito de ocurrencia es 

aquel que conoce los hechos a través de observaciones directas o 

por participación directa en los eventos pertinentes al litigio. San 

Lorenzo Trad., Inc. v. Hernández, supra, pág. 718. Como regla 

general, el perito de ocurrencia se considera testigos ordinarios y 

no tienen derecho a ninguna remuneración especial. Íd. El perito 

general no está ha presenciado los acontecimientos del pleito y los 

honorarios son objeto de la libre contratación. Íd., pág. 715 y 718. 

Por último, jurisprudencia identifica al perito intermedio es quien 

están familiarizados con los hechos del caso por los estudios 

efectuados en previsión del futuro o durante el proceso judicial. 

Íd., pág. 718. De ordinario, tanto el perito general como el 

intermedio son acreedores al pago de honorarios adicionales”. Íd. 

III. 

En el presente caso, los peticionarios nos solicitan que 

revoquemos la imposición de las sanciones económicas. Primero, 

debemos apuntar que estamos ante un incidente procesal 

interlocutorio y no vamos a desestimar el recurso al amparo de la 

Regla 52.1 de Procedimiento Civil, supra. A nuestro juicio, esperar 

hasta la sentencia del caso tornaría en académico el asunto ante 

nuestra consideración, pues el pago habrá de realizarse a terceras 

personas ajenas a la reclamación (Dr. Héctor Cortés y el E.L.A.). 

Sin embargo, pasar el crisol de la Regla 52.1 de Procedimiento 

Civil, supra, no significa que no tengamos la discreción para 

denegar o expedir el auto de certiorari a la luz de los criterios de la 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra. 

Hemos evaluado con detenimiento el trámite procesal del 

caso y consideramos que la decisión del TPI fue razonable. La 
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aceptación de la negligencia fue clara desde etapas tempranas del 

proceso judicial. El licenciado Arroyo Brenes se unió a la 

representación legal de los codemandados en septiembre de 2015 y 

no formuló ningún argumento al respecto. Según el alegato de la 

parte recurrida, el licenciado Arroyo Brenes conversó con sus 

clientes en la etapa de confección del informe de conferencia con 

antelación a juicio sobre este aspecto y aun así optaron por 

estipular la aceptación de negligencia. 

A nuestro juicio, esperar hasta el día de juicio para intentar 

cambiar dicha estipulación y la incomparecencia de los 

codemandados demuestra la intención de dilatar los 

procedimientos de manera injustificada. En consecuencia, no 

encontramos abuso de discreción en la decisión del TPI de 

sancionar a los codemandados. La situación del supuesto conflicto 

de interés pudo muy bien argumentarse desde que el licenciado 

Arroyo Brenes se unió a la representación legal. Recordemos que 

en la Moción sobre representación legal adicional se expresó que la 

unión tenía el propósito de velar los intereses en el exceso de la 

póliza. No nos convence la explicación provista por los 

peticionarios para arribar a una opinión distinta a la del foro 

primario. Procedía la imposición de la sanción económica a favor 

del E.L.A. por el perjuicio ocasionado a la administración de la 

justicia. 

Finalmente, los peticionarios argumentaron que no procede 

el pago de honorarios al Dr. Héctor Cortés por éste ser un perito de 

ocurrencia. En apoyo de su contención, los peticionarios 

expresaron que de la Minuta del 15 de abril de 2016 (Anejo VII) 

surgía el anunció del Dr. Héctor Cortés como perito de ocurrencia. 

Hemos leído la Minuta y la Minuta enmendada que forman parte 

del Anejo VII y en todo momento se menciona al Dr. Héctor Cortés 

y no se le denomina perito de ocurrencia. No obstante, surge del 
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Informe de conferencia preliminar entre abogados que la parte 

demandante anunció al Dr. Héctor Cortés como la persona que va 

a testificar “sobre las lesiones sufridas por la demandante, los 

diagnósticos brindados y el tratamiento médico que le brindó a la 

demandante”.28 

Al reseñar lo acontecido ante el TPI, mencionamos que los 

peticionarios, a través del licenciado Arroyo Brenes, estipularon el 

informe del Dr. Héctor Cortés. La parte recurrida lo incluyó en su 

Oposición a expedición de auto. El informe del médico fue suscrito 

durante el proceso judicial (el 18 de septiembre de 2015) y del 

informe surge información relacionada a una evaluación médica 

realizada a un año de ocurrido el accidente. De igual manera 

contiene información sobre el diagnóstico y el tratamiento recibido 

en el 2015. Los estudios del Dr. Héctor Cortés tienen lugar durante 

la tramitación del pleito y han requerido una preparación previa 

para declarar lo cual quedó demostrado con el informe estipulado 

por las partes. 

A lo anterior podemos añadir que el informe incluyó la 

opinión del Dr. Héctor Cortés sobre el futuro de la señora Ribot 

Cordero. En particular, el informe expresó que la señora Ribot 

podía mejorar luego del tratamiento, pero basado en sus lesiones y 

en el tiempo transcurrido del accidente, ésta continuaría sufriendo 

de dolor constante con episodios de exacerbación.29 En vista del 

contenido del informe estipulado, es razonable concluir que el Dr. 

Héctor Cortés es al menos un perito intermedio para fines de la 

compensación. Véase San Lorenzo Trad. Inc. v. Hernández, supra. 

Los peticionarios se limitaron a argumentar que no procedía la 

totalidad de las costas concedidas. Por lo tanto, no vamos a 

intervenir con la razonabilidad de la cuantía impuesta por el TPI. 

                                                 
28 Recurso de certiorari, Apéndice, pág. 30. 
29 Oposición a la expedición del auto, Apéndice, Anejo 4. 



 
 

 
KLCE201600929 

    

 

11 

Por los fundamentos expuestos, denegamos la expedición del 

certiroari al amparo de la Regla 40(A) del Reglamento del Tribunal 

de Apelaciones, supra. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


